SENTENCIA INTERLOCUTORIA Nº        170/15.-
Río Grande,   15    de junio de 2015.-


Y VISTOS:


Estos autos nº 1101 provenientes del Juzgado Electoral caratulados: “ALIANZA FRENTE PARA LA VICTORIA s/ REGISTRO DE CANDIDATOS MUNICIPALES s/ INCIDENTE DE APELACIÓN”, en trámite por ante este Tribunal de Alzada bajo el Nº 7533,


Y CONSIDERANDO:

1º.- El juez Ernesto Adrián LÖFFLER dijo:


I.- Llegan a estudio las presentes actuaciones con motivo de resolver la sentencia emitida por el juez electoral obrante a fojas 175/181 que resolvió rechazar la oposición formulada por el apoderado de la agrupación política “PRO – Propuesta Republicana” a la postulación de Claudio Queno como candidato por la “Alianza Frente para la Victoria Tierra del Fuego” a la intendencia del Municipio de Tolhuin.


Para resolver cómo lo hizo, en lo sustancial, el juez electoral entendió que el régimen jurídico a través del cual se transformó la comuna de Tolhuin en municipio, se llevó a cabo durante el ejercicio del mandato del pretenso candidato a intendente, señor Claudio Queno. En este sentido, el a quo interpretó que se le debe computar al mencionado candidato sólo un período de mandato completo, y, por lo tanto, no se encuentra ningún impedimento para que pueda ejercer un nuevo cargo ejecutivo por el municipio de Tolhuin. 

II.- A fs. 188/190, el señor Carlos Gastón Roma, apoderado de Pro-Propuesta Republicana, con el patrocinio letrado del doctor Ángel Javier Da Fonseca, deduce recurso de apelación según los argumentos que vierte en su remedio recursivo, a cuyos expresos fundamentos me remito en honor a la brevedad (conf. art. 16 LOPJ). En síntesis, hilvana su queja en los siguientes términos:

Se agravia de que la sentencia de grado resultó arbitraria dado que se basó únicamente en la voluntad del juzgador al margen de los hechos y del derecho aplicable.

Sostiene que la cuestión es clara al evidenciarse de forma pública y notoria, que el actual intendente de Tolhuin, Claudio Queno, está transcurriendo el octavo año de su gestión.

Afirma que el mencionado candidato pretende presentarse a un tercer mandato en franca violación al artículo 180 de la Constitución Provincial. En este sentido se agravia de que el a quo entendiera que la referida normativa constitucional no resulta aplicable al caso que nos convoca, cuando el artículo 181 de nuestra carta magna estadual dispone con meridiana claridad que “el régimen de las comunas será establecido por ley, aplicando los principios generales de esta constitución para los municipios en cuanto sean compatibles con la naturaleza de aquélla”.

Expresa que ante la falta de una carta orgánica, el único marco normativo está dado por la ley provincial nº 236 y por los principios generales de la Constitución provincial que, para todos los cargos ejecutivos, sólo permite dos mandatos consecutivos.

Sostiene que a través de la ley provincial nº 892/12 se procedió a transformar a la comuna de Tolhuin en municipio como así también a establecer, en esa oportunidad, la continuidad de los mandatos de quienes resultaban ser titulares de cargos electivos al día de la entrada en vigencia de la ley, tanto para el titular del departamento ejecutivo municipal como del órgano legislativo.


III.- Corrido oportunamente el respectivo traslado de ley, el señor Jorge Ernesto López en carácter de apoderado de la alianza transitoria “Frente para la Victoria Tierra del Fuego”, con el patrocinio letrado de la doctora Verónica Ramírez, contesta agravios según los argumentos que vierte a fojas 194/224, los cuales, por motivos de celeridad y economía procesal no serán transcriptos (conf. art. 16 LOPJ). En síntesis, solicita audiencia en esta Cámara de Apelaciones para ampliar in voce los fundamentos de su ya extenso recurso y, a su vez, requiere el rechazo del recurso de apelación interpuesto por la contraria.


Previo a continuar con la resolución del presente, y en base a lo establecido en el artículo 54 de la ley 201, como así se resolviera en el proveído de esta Alzada a fojas a fojas 228, no se hará lugar al pedido de audiencia para ampliar in voce los argumentos vertidos en la contestación de agravios.    


IV.- En orden a la cuestión traída a conocimiento adelanto que admitiré el recurso de apelación esgrimido por el recurrente con los alcances que más abajo expongo. 


Con el propósito de resolver la cuestión sometida a consideración de esta instancia de revisión encuentro útil responder las siguientes preguntas:

¿Es posible declarar la inconstitucionalidad de oficio de una norma local?

¿Puede considerarse contraria a la Constitución estadual, lo reglado por el artículo 5 de la ley 231?

Bajo el prisma de lo expuesto, ¿puede el impugnado presentarse como candidato al cargo de Intendente de la Municipalidad de Tolhuin y de ese modo estar al frente del departamento ejecutivo por tres periodos consecutivos?

V.- Antes de iniciar la consideración de los tópicos esenciales, resulta necesario, como adelante, responder al primero de los interrogantes formulados: ¿Es posible declarar la inconstitucionalidad de oficio de una norma provincial? 

En relación a la facultad que tienen los magistrados de declarar la inconstitucionalidad de oficio cuando una norma sea repugnante a la Constitución provincial, tuve oportunidad de adherir a la ponencia de mi estimado colega el juez de cámara Francisco Justo de la Torre en el precedente “Calderón versus Moscheta y otros” 
. En tal ocasión sostuvo que: «Ahora bien, ante la falta de petición concreta por parte del actor de la declaración de invalidez del art. 39 del mencionado ordenamiento normativo, al momento de deducir demanda, no huelga recordar que la Corte Suprema de Justicia ha modificado recientemente su antigua doctrina con relación a la declaración de oficio de inconstitucionalidad.

En efecto, el Alto Tribunal cambió su doctrina en los autos “Mill de Pereyra”6, y luego la amplió y precisó en “Recurso de hecho deducido por el Banco Comercial Finanzas S. A. en la causa Banco Comercial de Finanzas S. A. (en liquidación Banco Central de la República Argentina) s/quiebra”7, donde sostuvo que, “… asimismo, cabe recordar que si bien es exacto que los tribunales judiciales no pueden efectuar declaraciones de inconstitucionalidad de las leyes en abstracto, es decir, fuera de una causa concreta en la cual deba o pueda efectuarse la aplicación de las normas supuestamente en pugna con la Constitución, no se sigue de ello la necesidad de petición expresa de la parte interesada, pues como el control de constitucionalidad versa sobre una cuestión de derecho y no de hecho, la potestad de los jueces de suplir el derecho que las partes no invocan o invocan erradamente –trasuntando en el antiguo adagio iura novit curia- incluye el deber de mantener la supremacía de la Constitución (art. 31 de la Carta Magna) aplicando, en caso de colisión de normas, la de mayor rango, vale decir, la constitucional, desechando la de rango inferior”.

Consignó la Corte además que, “… no podía verse en ello la creación de un desequilibrio de poderes a favor del judicial y en mengua de los otros dos, ya que si la atribución en sí no es negada, carece de consistencia sostener que el avance sobre los otros poderes no se produce cuando media petición de parte y sí cuando no la hay. Tampoco se opone a la declaración de inconstitucionalidad de oficio la presunción de validez de los actos administrativos y de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerarquía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución. Ni, por último, puede verse en ella menoscabo del derecho de defensa de las partes, pues si así fuese debería, también, descalificarse toda aplicación de oficio de cualquier norma legal no invocada por ellas so pretexto de no haber podido los interesados expedirse sobre su aplicación al caso”. 

En consecuencia, dicha doctrina habilita a los magistrados provinciales a revisar de oficio la constitucionalidad de normas de carácter nacional, pues las de origen local pueden serlo por expreso mandato constitucional (art. 154 CP)».

Por igual tuve ocasión de expedirme respecto del tópico aquí ventilado, en el precedente “DGR versus Sucesión Álvarez” 
. A través de un obiter manifesté que: «sin perjuicio de tener presente que recientemente, nuestra Corte Federal, pareciera haber abandonado la doctrina del precedente “Mill de Pereyra Rita”  o más apropiadamente hablando la del caso “Banco Comercial de Finanzas S.A.”, ello con la decisión adoptada en “Vega Giménez  Claudio” 
, fallado el 27 de diciembre de 2006, a partir del cual parece avizorarse que aquella alta instancia soslaya la doctrina que consagrara la potestad de ejercer el control de constitucionalidad de oficio, y para el caso, inhibir al tribunal la posibilidad de enmendar la equivocación en la que habría incurrido el impugnante, al pedir la inconstitucionalidad de un artículo distinto al que regía su pretensión; caben efectuar dos consideraciones. 

Una que tiene que ver con la existencia en nuestro ordenamiento constitucional del art 154 inc. 3º segundo párrafo, en virtud del cual se habilita a los magistrados de todas las instancias de nuestro ordenamiento jurídico local a verificar a pedido de parte y aun de oficio, la constitucionalidad de las normas, con lo cual, la denunciada equivocación respecto del encuadre normativo -efectuado por el ejecutado- podría ser corregida de oficio por esta instancia revisora».

No obstante lo expuesto, actualmente tengo una nueva visión del instituto en virtud de la cual admito la posibilidad del dictado aun de oficio de la inconstitucionalidad de normas no sólo locales sino nacionales y aun federales –aquí me distancio de mi distinguido colega-. Tal hermenéutica podría inferirse como explicaré más debajo de los artículos 31 y 121 de la Constitución Nacional y del principio iura curia novit. Más aún con el dictado del fallo de la CSJN caratulado "Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/ Ejército Argentino si daños y perjuicios", de fecha 27 de noviembre del 2012. En tal precedente se ha dicho: “Que en esta senda se expidió el Tribunal en 1888 respecto de la facultad de los magistrados de examinar la compatibilidad entre las normas inferiores y la Constitución Nacional con una fórmula que resulta hoy ya clásica en su jurisprudencia: `es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su decisión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora uno de los fines supremos y fundamentales del Poder Judicial nacional y una de .las mayores garantías con que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e involuntarios de lo poderes públicos. Tal atribución -concluyó la Corte- "es un derivado forzoso de la separación de los poderes constituyente y legislativo ordinario" (Fallos: 33:162). Como es bien sabido, un año antes, en el caso "Sojo", esta Corte ya había citado la autoridad del célebre precedente "Marbury vs. Madison" para establecer que "una ley del congreso repugnante a la Constitución no es ley" y para afirmar que "cuando la Constitución Y una ley del Congreso están en conflicto, la constitución debe regir el caso a que ambas se refieren"(Fallos: 32:120). Tal atribución encontró fundamento en un principio fundacional del orden constitucional argentino que consiste en reconocer la supremacía de la Constitución Nacional (art. 31), pues como expresaba Sánchez Viamonte "no existe ningún argumento válido para que un juez deje de aplicar en primer término la Constitución Nacional" (Juicio de amparo, en Enciclopedia Jurídica Omeba, t. XVII, pág. 197, citado en Fallos: 321:3620)...Que resulta preciso puntualizar, sin embargo, que el ejercicio del control de constitucionalidad de oficio por los magistrados debe tener lugar "en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes" (confr. casos "Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña" y "Gómez Lund y otros", citados)...Que, admitida en los términos precedentes la potestad de los jueces de efectuar el control de constitucionalidad aunque no exista petición expresa de parte, cabe realizar en autos el correspondiente examen de la norma...”.
Por otro parte, la Corte Suprema en el precedente “Fernández Valdez” 
, se ocupó de la facultad que les confieren los textos constitucionales provinciales a las distintas jurisdicciones, pero allí sólo analizó la declaración de inconstitucionalidad de una norma local. 

Respecto de este antecedente nos ilustra el profesor Néstor Sagüés que “la Corte Suprema ha dicho que si una constitución provincial autoriza al juez local a declarar de oficio la inconstitucionalidad de una norma, hacerlo así no importa allí arbitrariedad alguna” 
.  

En la nota al pie de dicho comentario se aparta de la tesis de Gullco 
, quien limitaría la potestad de los jueces locales a declarar la inconstitucionalidad de normas vernáculas cuando resultan contrarias a la constitución estadual. Indica  Sagüés que “[s]in embargo,  tal conclusión no emerge de `Fernández Valdez´, y no parece lógica; el juez debe aplicar al resolver todo el derecho necesario para decidir la causa” 
. 

Si bien es cierto que el último de los autores no hace referencia expresa al supuesto que aquí trato, la aplicación del principio iura curia novit, importa que los jueces locales deben conocer todo el derecho, no sólo el provincial o municipal y, cuando alguna norma de cualquier rango, sea contraria a las constituciones provinciales o Nacional, debe inaplicarlo aun de oficio a tenor de la manda que impone la supremacía de la Constitución Federal –art. 31 de la CN-. Máxime cuando la propia constitución fueguina lo prevé expresamente, sin distinguir que la declaración esté dirigida sólo a normas provinciales o de inferior rango. Además, la potestad de declarar la inconstitucionalidad de oficio resulta a mi criterio una norma procesal, cuyo dictado corresponde a las provincias conforme art. 121 de la Constitución Nacional y se dirige también a la aplicación del derecho fondal, dictado por el Congreso conforme art. 75 inc. 13 de la Constitución, y en algunos casos a normas de índole federal, que son valoradas en causas radicadas en tribunales provinciales 

De todas formas, por una vía, la de la inclusión de la potestad en las constituciones locales; o por otra, la de la doctrina de la Corte a partir de los precedentes referenciados, nos encontraríamos habilitados en autos, a declarar de oficio y  para el caso concreto la inconstitucionalidad del artículo 5 de la ley provincial 231.


VI.- El segundo de los interrogantes apunta a cuestionar la validez de una ley de la Legislatura, por ser contraria a la Constitución de 1991. En tal sentido el segundo interrogante que se plantea es el siguiente: ¿Puede considerarse contraria a la Constitución estadual, lo reglado por el artículo 5 de la ley 231?  
A modo de introducción, en primer término, resulta necesario subrayar que, el legislador ordinario, al redactar la ley 892 no dio pautas interpretativas claras para elucidar la cuestión ahora controvertida, como lo hicieron, válidamente o no, los convencionales constituyentes de tercer grado en la ciudad de Río Grande 
. Si así fuera, no hubiese existido tal proceso impugnatorio con las diferentes y amplias interpretaciones que se suscitan en torno a si el señor Claudio Queno puede presentarse en las próximas elecciones como intendente del municipio de Tolhuin. No obstante, para esta vocalía, no existe duda alguna sobre si el señor Claudio Queno puede presentarse o no a las próximas elecciones municipales. Veamos: 

Como adelanté, la ley mencionada -892- no expresa en forma fehaciente si deben computarse o no los períodos en que el señor Queno ejerció la titularidad del Departamento Ejecutivo de Tolhuin cuando era comuna o bien a partir de la sanción de la ley local nº 892 que le dio el status de municipio sin autonomía institucional. 

Sin perjuicio de la validez de una disposición de la ley 231, que luego explicaré, reglamentaria del artículo 181 de la Constitución Provincial, la situación planteada en autos, a priori,   se muestra como similar a la suscitada con el entonces intendente y candidato a ocupar un tercer periodo a cargo del Departamento Ejecutivo en la ciudad de Ushuaia; me refiero al caso del Ing. Jorge Garramuño. Este precedente, conformado con la voluntad de dos de los integrantes de esta instancia revisora y la disidencia de la destacada colega la juez Josefa Haydé Martin, como dije, podría influir en la resolución de la litis. No obstante, a poco de profundizar el estudio del plano de los hechos definidos, no la encuentro determinante para ello.

En aquella oportunidad se trató de incorporar una cláusula transitoria al texto de la Carta Orgánica, similar a la número cuatro de la posterior Constitución Municipal de Río Grande, con el propósito de evitar una interpretación judicial distorcionada. Al momento de recurrir la sentencia de grado, que había habilitado al candidato del M.P.F. a postularse a un tercer periodo como titular del ejecutivo de la ciudad,  sostuvo uno de los impugnantes, en representación de la fuerza política ARI –doctor Raimbault-, que el intento y posterior fracaso del asunto 138/02 -cláusula transitoria que habilitaba una nueva reelección- no podía interpretarse –por no haber prosperado la inclusión de dicha clausula- “como una virtual habilitación, pretendiendo que, al así hacerlo, desconoce el espíritu de la Convención Municipal” 
. 

La juez ponente, pese a la falta de aprobación del dictámen de mayoría del asunto 138/02, reparó en el debate de la Convención Constituyente, básicamente para conocer el espíritu del cuerpo respecto de la posibilidad de habilitar al entonces intendente a postularse a un tercer mandato. 

Destacó allí lo siguiente: «[…]Pasando ya al análisis de la cuestión de fondo no he de coincidir con lo expuesto por el apoderado del A.R.I. al punto II.1) de su escrito de apelación cuando bajo el título "La falta de cláusula transitoria" afirma que "lo que se intentaba evitar a través de la inclusión de una cláusula transitoria -que finalmente no prosperó- es evitar una interpretación judicial distorsionada. Pero este intento de evitar una interpretación judicial distorsionada (que terminó sucediendo), no puede interpretarse -por no haber prosperado la inclusión de dicha cláusula (Asunto 138/02)-como una virtual habilitación", pretendiendo que "al así hacerlo desconoce incluso el espíritu de la Convención Municipal".

Revisando los debates de los convencionales autores de la actual Carta Orgánica Municipal de la ciudad de Ushuaia se advierte sin hesitación alguna que el tema relativo a la reelección del Intendente Municipal fue suficientemente debatido y con la claridad concreta que surge de las propias palabras de quienes se refirieron explícitamente a ello. Con fundamentación de sus dichos hablaron los convencionales Cambas, Zampella, Villegas, Tavarone (en algunos casos haciendo el parangón o relacionando el tema con la posibilidad o no de los convencionales de participar en elecciones para cargos establecidos en la nueva Carta Orgánica a dictar). Tanto es así que la convencional Sra. FADUL se dirigió a la Sra. Presidente de la Convención Municipal en los siguientes términos: "...cabe recordar señora presidente que con respecto a la rereelección dijo -refiriéndose al Intendente Garramuño- "es de cuarta plantear que la Carta Madre se basa en la rereelección...." (...) "sería más honesto de su parte admitir abiertamente que la rerelección fue objeto principal de la convocatoria a esta Convención. Que el convencional intendente o el intendente convencional se sincere con los vecinos, señora presidente, porque se pasó la campaña electoral llamando necios y diciendo que "eran de cuarta" quienes sospechaban que la convocatoria a la Estatuyente tenía por objetivo principal posibilitar la habilitación de su postulación ...". Y agregó con énfasis: "...aquí hay que asumir las decisiones políticas que uno encara para bien o para mal y gusten o no gusten, porque ya no hay lugar para nadar a dos aguas" (...) "...cuando le preguntan al señor intendente si este es el primer o segundo período de su mandato ... se cuida muy bien de no responder de manera directa y sabe la repuesta" imputándole a continuación que desviaba la respuesta diciendo que "será la justicia quien lo diga". (Ver pág. 139 del CD que contiene el debate parlamentario de los convencionales constituyentes).

A su vez, a continuación dejó en claro el antecedente del caso "Angeloz" manifestando la misma convencional Sra. Fadul que: "...quiero decir aquí que anteriormente teníamos a nivel nacional la prohibición de la reelección consecutiva del presidente. No había otra manera de atemperar las reelecciones en el ámbito legislativo, eso aparece mucho después. Si, en cambio, siempre existió en el derecho constitucional latinoamericano una precaución muy grande de los ejecutivos, porque son ejecutivos unipersonales. El Dr. Sabsay también nos decía lo que ocurre en los EE.UU. y en cuanto a la Argentina recuerda que una de las problemáticas aparece en Córdoba porque en el año 87 reforma su Constitución y da por primera vez en la historia de esa provincia la posibilidad de una única reelección consecutiva, luego la necesidad de dejar pasar un período y nuevamente la posibilidad de otros ocho años. En ese momento era gobernador Angeloz, y estaba en su primer período y es reelecto, poco tiempo después el problema aparece cuando quiere ser nuevamente reelecto y ahí se aduce que a él no podía aplicársele la modalidad no reelectiva, porque en realidad había sido reelecto bajo dos regímenes distintos que, por lo tanto, eso no debía computarse. Lo plantea, lo gana y los resultados ya los sabemos" -el remarcado es de mi autoría en la intención de enfatizar el contenido de los dichos de la convencional Fadul-. 

Es así que, más allá de las alegaciones hechas a continuación de lo reseñado precedentemente (en cuanto a que lo demás son argucias de bajo derecho porque hay un problema de sentido común, hay una continuidad jurídica en una provincia), no hay duda que el tema fue claramente propuesto a los convencionales que tuvieron a su cargo la redacción de la Carta Orgánica Municipal de la ciudad de Ushuaia cuya télesis normativa o intencionalidad respecto a la redacción de la norma en cuestión estamos tratando de dilucidar (lo que se ha dado en llamar, el "espíritu de la ley").

También alertó la convencional referenciada sobre las implicancias que esta interpretación respecto al caso "Angeloz" había tenido en el resto del país, argumentando que "A la luz de esto comenzó a hacer bola de nieve como hacen las malas costumbres institucionales en Argentina. Poco después pasa lo mismo en Formosa, que en ese caso era que había sido vicegobernador y luego gobernador. El otro caso es el de Santa Cruz. También es importante saber qué pasó en el 94 ya que el artículo 90 por primera vez acortando el mandato a cuatro años, permitió una reelección consecutiva del presidente con la modalidad de ventilar un período y nuevamente poder presentarse. Digo esto porque el dar la posibilidad que sólo un mandato en el medio y poder ser reelecto es generoso, es abierto. Por eso se introduce la Cláusula Transitoria Novena que dice que: "el período actual del presidente en ejercicio deberá ser tomado como primer período al efecto del cómputo establecido en el artículo 9º". La convencional pasó a continuación a recordar que a pesar de esta cláusula transitoria se pretendió saltar la misma forzando la posibilidad de eternizarse en el poder pero, al decir de Sabsay, "la cláusula sirvió y no se pudo presentar". 

Remarca también que "es por eso que creo que fue positivo ponerlo. Y es muy positivo y acá de ninguna manera hay un problema proscriptivo...". Expresa luego que "La Cláusula Transitoria es absolutamente constitucional. Además la Constitución Nacional la tiene a esa cláusula transitoria que es muy parecida, que sólo se relacionaba con el presidente y es transitoria, porque precisamente quiere prever un mal, que no se vicie lo que el artículo 90 dice".

Fadul siguió refiriéndose a los beneficios de introducir la cláusula, delimitar a quién estaba dirigida especialmente y, cuando se le advirtió acerca de que había terminado su tiempo de exposición, terminó su alocución advirtiendo que "De no votarse esta cláusula -la transitoria propuesta- debo advertir señora presidente que entre los peligros latentes de una actitud semejante, se correría el riesgo de habilitar la oportunidad de funcionarios por dieciséis años...".

Así las cosas, luego de esta necesaria referencia a los términos relevantes de un debate en el que, sin duda alguna, los riesgos que se corría si no se aprobaba la cláusula transitoria fueron expresamente advertidos en forma por demás clara y precisa; no puede más que derivarse que, en definitiva, aún así no se obtuvo la mayoría.

Es que, propuesta a votación la cláusula transitoria propuesta por el despacho de mayoría respecto a lo que se dio en llamar Asunto 138, votaron por la afirmativa (inclusión de la cláusula transitoria) seis (6) de los convencionales: Cambas, Fadul, Medina Bregan, Niño de Guzmán, Tavarone y Zampella. Y votaron por la negativa ocho (8) de ellos: Collaviño, Garramuño, Ponzo, Rodríguez, Santana, Sciurano, Urruty y Villegas. En tal caso, consecuencia necesaria de ello es que no se incluyó la Cláusula Transitoria que se proponía para aventar los riesgos sobre los cuales se había advertido poniendo en ello énfasis y precisión en los conceptos.

No es como pretende interpretar el recurrente (Dr. Raimbault) que no se haya votado la cláusula transitoria porque ninguna de ellas obtuvo mayoría sino que, se pretendió la inclusión de una Cláusula Transitoria que aclarara que el mandato del actual Intendente (al momento de sancionarse la Carta Orgánica Municipal) se consideraba como primer período a los fines de la reelección (en forma similar al sistema de la Constitución Nacional del 94) y para la redacción de dicha Cláusula Transitoria hubo dos propuestas. Obviamente que se propuso a votación de los convencionales aquélla que resultó mayoritaria (despacho de mayoría) y ésta, a su vez, no logró ser sancionada, no pudo incluirse en la Carta Orgánica Municipal.

Qué otra derivación podemos admitir al respecto que entender sin duda alguna que la mayoría de los convencionales no estuvieron de acuerdo con la inclusión de una cláusula que estableciera con precisión que el actual mandato del Intendente debía ser computado a los fines de la prohibición de la reelección establecido en su normativa como impedimento para la posibilidad de una reelección cuando ya se había obtenido una al amparo de la legislación anterior? Pretender lo contrario implica no sólo forzar la letra expresa de la ley sino obviar sin respeto alguno a la intención expresa de los convencionales aquello que no deja de ser la interpretación auténtica derivada del análisis de las propias expresiones de quienes debatieron las normas y sancionaron la ley.

Creo que omitir las claras expresiones del debate y la precisión con la que advirtió de las consecuencias a que podía derivar la no inclusión de la pretendida Cláusula Transitoria implicaría un total e irrespetuoso apartamiento de la voluntad misma de los convencionales constituyentes los que, como dije, estuvieron suficientemente alertados y hasta se les recordó lo que había ocurrido con casos como los de "Angeloz" en Córdoba, en Formosa y en Santa Cruz y, sobre todo, se les hizo saber cómo funcionó el sistema cuando, a contrario de lo acontecido en estos supuestos, se introdujo la pretendida aclaración en la cláusula transitoria que contiene la Constitución Nacional en su reforma del año 1994 respecto a la reelección del presidente, con sus consecuentes beneficios.

Es decir, sabían con precisión lo que pasaría si no se sancionaba la cláusula transitoria y, a sabiendas de ello, la mayoría optó por no dar su conformidad con la misma. Consecuentemente, no cabe más que el respeto a la voluntad de quienes fueron elegidos para legislar y obtuvieron para ello el mandato popular. No hay recurso alguno que habilite a la minoría a obtener por vía elíptica aquello que no logró al momento de la votación. Una vez más hay que recordar que la efectiva vigencia de la estructura democrática se sustenta no sólo en el disenso sino, principalmente, en el respeto de las mayorías. El disenso es importante, muchas veces puede llevar a modificar opiniones originariamente contrarias y otras veces puede coadyuvar al control tan necesario en el legítimo ejercicio del mandato popular. Sin embargo, no acatar las decisiones de la mayoría en democracia ataca, directa e indirectamente las propias instituciones del sistema elegido por la sociedad para vivir en comunidad.

No hay otro modo de interpretar lo ocurrido al momento de deliberarse sobre el tema en el ámbito de la Convencional Constituyente Municipal. Se sabía cuál era la interpretación judicial dada al caso "Angeloz" (de características análogas al que ahora nos ocupa, simplemente que en tal supuesto se refería a un gobernador y en el nuestro a un intendente) y aún así, la mayoría optó por no incluir la cláusula transitoria que se les explicó como necesaria y fundamental para determinar una interpretación como la de la Constitución Nacional. Hubo dos opciones y se optó por una de ellas: se aceptaba que la primera reelección no computaría la obtenida al amparo de la anterior legislación o se determinaría que no podía considerarse como reelección la ocurrida antes de la vigencia de la nueva Carta Orgánica Municipal, y se optó por la primera de ellas. Luego de ello, a sus consecuencias habrá que estar.

Las alegaciones de la convencional exponente respecto a si correspondía la abstención de quien prometió mantenerse al margen de la votación del tema por tratarse del directo involucrado o si esta no era suficiente resultan implicancias de índole política que escapan -a no dudarlo- del ámbito de esta decisión judicial que debe mantenerse aséptica a toda posible infiltración de esas características (políticas). Son aspectos que deben resolverse en otro terreno (el político, no el judicial) y, en todo caso, en las urnas al momento de votar. Pero lo que no puede decirse es que los convencionales no tuvieron en claro al momento de votarse la inclusión o no de la Cláusula Transitoria cuáles eran las connotaciones de su decisión y cuáles las derivaciones de la misma y, advertidos de ello, ejercieron el derecho de votar conforme el mandato que les fuera conferido también por elección popular. Téngase presente para ello que dicho mandato popular los habilita para votar y elegir pero no marca el sentido u orientación que debe tener tal votación (por ello aquello señalado respecto a que hay cuestiones que, en definitiva, se deben dilucidar en las urnas -como sería el caso de aquéllos que se sientan defraudados por aquéllos a quienes eligieron como mandatarios que los representen-). A todo evento y, para mayor abundamiento, dado que la votación por la negativa fue por ocho votos contra seis, poco interesa en el resultado si el directamente implicado en la decisión a tomar (a la postre el actual Intendente Municipal) se hubiera abstenido de votar (en el caso que así lo hubiera prometido), ya que ello no hubiera cambiado el resultado adverso a las pretensiones de quienes intentaron y pusieron en ello todas sus fuerzas, impedir la posibilidad de que el Intendente en funciones al momento de sancionarse la Carta Orgánica Municipal se pudiera presentar en las próximas elecciones a realizar (las que ahora están en camino)» –el énfasis y el subrayado son de mi autoría-. 

En apretada síntesis, la magistrada ponente, se apoyó en el espíritu de la Convención, al sostener que de seguirse la hermenéutica de la minoría era ir en contra de la intención del constituyente y con ello soslayar la interpretación auténtica, la que se infiere de las palabras, de las expresiones del legislador extraordinario, el creador de la Constitución Municipal. 

El caso sometido a estudio, es muy distinto, sólo tomaremos en cuenta el valor que le asigna la juez Ayala a las expresiones vertidas por la Convención Constituyente Provincial, al proyectar y debatir los artículos 180 y 181 de la Ley Fundamental estadual. 

Llegado a este tramo del pronunciamiento, debo manifestar que la interpretación que corresponde dar al texto de la Constitución local conforme la voluntad de quienes tuvieron a cargo la redacción resulta lo suficientemente clara y precisa si tenemos en cuenta los antecedentes del debate parlamentario. 

En este sentido, el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia, apoyándose en Sebastián SOLER, sostuvo que: "... Interpretar no es más que investigar el sentido adecuado de una disposición a fin de su aplicación a un caso de la vida real. La interpretación no va a buscar extra legem, sino intra legem; no se trata con ella de buscar y descubrir una voluntad extraña a la ley misma, para encontrarla -por ejemplo- en sus antecedentes, sino que se trata de servirse de todos esos antecedentes y medios para entender cuál es la voluntad que vive autónoma en la ley. No se investiga, propiamente hablando, la voluntad del legislador, sino la de la ley (...) La interpretación es una operación lógico-jurídica consistente en verificar el sentido que cobra el precepto interpretado, al ser confrontado con todo el ordenamiento jurídico concebido como unidad, y especialmente ante ciertas normas que le son superiores o que sencillamente limitan su alcance, con relación a una hipótesis dada: interpretación sistemática" 
.

Aquí asoman dos cuestiones que debemos necesariamente considerar: en primer lugar me detendré en el alcance que la voz “podrá ser reelecto”, frase que utiliza la ley provincial 231 en su artículo 5 destinada al titular del Departamento Ejecutivo Municipal. Para el estimado colega de grado el uso de aquella frase no implica “la reelección indefinida, toda vez que no surge de sus términos y por esa razón resulta aplicable el principio jurídico expresado en la máxima Ubi Lex non distinguit, nec nos distinguere debemus” –véase fojas 181 tercer párrafo-, no coincido con esta hermenéutica. Si concuerdo con su valoración al explicar que nuestra Constitución “[…] no contempla la reelección indefinida de ningún ejecutivo provincial o municipal” –ibidem-.

Por qué me permito disentir con el sentenciante de la anterior instancia, es sencillo. Al momento de discutirse en la convención constituyente local el actual artículo 180 inciso 1, el proyecto de la bancada mayoritaria había establecido expresamente la prohibición de reelección indefinida de los concejales en los siguientes términos: “[…] Durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo ser reelectos por un nuevo periodo consecutivo, después del cual no podrán ser reelectos sino con el intervalo de un periodo legal”.  El convencional Pablo Blanco mocionó oportunamente la reforma de inciso 1 del actual artículo 180, argumentando que, si los legisladores tenían reelección indefinida y consecutiva sin límite alguno, correspondía el mismo trato a los concejales. Luego de esa observación el convencional Demetrio Martinelli solicitó el uso de la palabra y dijo: “Gracias señora Presidenta. En realidad asiste razón de los Convencionales que me precedieron en el uso de la palabra, y cuando en este inciso se ha puesto una limitación a la reelección de los Concejales, se ha hecho en realidad repitiendo lo que se prevé en el segundo inciso respecto al intendente. Es cierto que si los Legisladores pueden ser reelectos indefinidamente, los Concejales podrán también serlo. Ahí que la propuesta del bloque es terminar con el inciso en ‘durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo ser reelectos’, y se quita el resto del inciso” 
 -como vemos se ha quitado el texto que adrede puse en negritas y, la expresión pudiendo ser reelecto se entiende, de acuerdo a la interpretación que le da el constituyente, como referida a la reelección indefinida.

Esta misma frase es la que adopta el legislador ordinario, al dictar la ley 231, tanto para el cargo de Concejal, como el de Intendente. Es decir que de seguirse el alcance que los padres de la constitución le confirieron a la frase “podrá ser reelecto” estaríamos admitiendo la reelección indefinida tanto para los del Departamento Legislativo como Ejecutivo de las comunas.

Fijado el alcance que los constituyentes originarios le dan a la vos reelecto, pasaré al segundo de los puntos esenciales para la resolución del caso. 

A continuación se le da lectura por secretaría al texto del que sería el inciso segundo ejusdem: “El Departamento Ejecutivo estará a cargo de un Intendente, que será electo de forma directa, durará cuatro años en sus funciones y podrá ser reelecto por un período, después del cual no podrá serlo, sino con el intervalo de un período legal”. 

Inmediatamente, luego de la lectura del precepto, pide la palabra el Convencional Alejandro Funes y expresa: “Quisiera consultar, señora Presidenta, a los autores del proyecto por qué se fija en el último párrafo de este inciso, la imposibilidad de la reelección en forma continúa, por qué no se deja la posibilidad de que se efectúen tantas reelecciones como la ciudadanía lo determine. Gracias” 
 .

El Convencional Martinelli contestó: “Los argumentos señora Presidenta, son los mismos que hemos vertido en oportunidad de expresar respecto al Gobernador, la imposibilidad de ser reelecto indefinidamente en forma consecutiva. Entendemos que si bien es cierto que un periodo puede ser poco para una tarea municipal con programas de largo aliento, también hay que tener en cuenta que el hecho de la permanencia indefinida en la función de parte de los que tienen la máxima responsabilidad dentro de la jerarquía de gobierno, de la jerarquía ejecutiva, no es razonable, y son las mismas razones en este caso que las que hemos expuesto para la no reelección de Gobernador por más de dos períodos consecutivos” 
.

Otra de las circunstancias a considerar son los alcances que desde esta vocalía le conferimos al actual artículo 181 de la Constitución vernácula, en tanto dispone que “el régimen de las comunas será establecido por ley, aplicando los principio generales fijados en esta Constitución para los municipios, en cuanto sean compatibles con la naturaleza de aquéllas”. Del texto referenciado surge patente que la facultad otorgada a la Legislatura Provincial para el dictado sobre la normativa de comunas, en el caso la ley 231, no es discrecional. Se le pide al diputado estadual que respete los principio generales establecido para los municipios, entre ellos, la imposibilidad de que los titulares el órgano de máxima jerarquía del Departamento Ejecutivo, cuente con reelección indefinida. Disponer lo contrario importaría, sin más, la inconstitucionalidad de la ley ordinaria que se opone a un regla, a un mandato de jerarquía superlativa, como lo es nuestra Carta Magna estadual.

Corresponde por ello declarar la inconstitucionalidad del artículo 5 de la ley 231, en tanto importan un exceso en las facultades reglamentarias de la Legislatura ordinaria, al apartarse de los principios generales establecidos en la Constitución Provincial para los Municipios que, como vimos, mientras no se dicten las Cartas Orgánicas –requisitos cumplidos mediante-, impide la reelección indefinida del titular del Departamento Ejecutivo, principio que necesariamente se extiende a las comunas locales.

Con lo resuelto, al considerar inexistente al caso el artículo tachado de nulo por ser contrario al espíritu y manda de la Constitución, la posible afectación de derechos de manera retroactiva queda salvada dado que nunca se debería haber autorizado una reelección indefinida del titular del Ejecutivo comunal a través de una ley ordinaria y si, se lo hizo contrariando la Constitución Provincial, conforme lo expuesto los artículos 181 y 180, esa norma de menor rango se encuentra viciada en sus orígenes. Por ello no puede generar derechos subjetivos a favor de ciudadano alguno. Es que la invalidez de cualquier prerrogativa que invoque el impugnado basada en el artículo 5 de la ley 231, brota nítida y evidente por un simple acto lógico.

VII.- Finalmente debemos responder si bajo el prisma de lo expuesto el impugnado puede presentarse como candidato al cargo de Intendente de la Municipalidad de Tolhuin y de ese modo estar al frente del departamento ejecutivo por tres periodos consecutivos
Obviamente la respuesta resulta categórica y coincidente con el meduloso dictamen elaborado por señor Fiscal Mayor del Distrito Judicial Sur, del que me permito elogiar el énfasis y claridad que puso al sostener la continuidad jurídica de una comunidad de personas que, más allá del nomen iuris que adopte sigue siendo la misma. Poco importa como sostiene el señor Fiscal Mayor “la concepción de ‘nuevo estado’ desde el punto de vista meramente administrativo. Pues, a mi juicio, lo que debe tenerse presente es que esa comunidad de familias o esa base sociológica, no ha variado –sólo ha crecido su número-. Para decirlo de otro modo, los vecinos que pretende representar una y otra vez el actual Intendente son los mismos. De allí que no puede aceptarse una nueva reelección; ello, hasta el momento en que sus vecinos se reúnan en asamblea estatuyente y decidan por sí mismos su forma de gobierno y habiliten –o no- a quienes ya se encuentran conduciendo su poder ejecutivo” –sic, véase fojas 173 tercer párrafo in fine-.

A este brillante pensamiento agrego que no es la Legislatura local, la que puede habilitar la reelección indefinida del Intendente. Aún antes, cuando se ostentaba el status jurídico de comuna, la Constitución estableció un límite que sólo puede traspasarse en el momento que la ciudad de Tolhuin cumpla los requisitos para gozar de autonomía institucional y así poder dictar su Carta Orgánica a través de una asamblea constituyente de tercer grado convocada al efecto. Mientras tanto, bajo el régimen comunal o el establecido en el artículo 180 de la Constitución de Tierra del Fuego, sólo tendrá derecho a una reelección, debiendo dejar pasar un periodo completo para volver a presentarse como candidato a la más alta magistratura de esa ciudad.

En apretada síntesis soy de la opinión, en coincidencia con el doctor Massimi, que el ciudadano impugnado en estos actuados, Claudio Eduardo Queno, al ser actualmente titular del Departamento Ejecutivo Municipal de Tolhuin  en su segundo periodo consecutivo de cuatro años cada uno, no se encuentra habilitado para postularse a un tercer período consecutivo. 

VIII.- Como siempre sostengo en mis pronunciamientos, resueltas entonces las presentes actuaciones, quiero advertir que he abordado aquellas cuestiones que resultan necesarias para poder llegar a la decisión que en definitiva se propicia, es decir aquellos puntos de cuya determinación depende directamente el sentido y alcance del resolutorio.

Es así que en sus decisiones el sentenciante se encuentra obligado a articular opinión sobre los tópicos acercados por los litigantes, que en aras de resolver el entuerto traído a su conocimiento, resulten idóneos para dirimirlo o dicho en palabras sencillas sean CUESTIONES ESENCIALES. Recuerdo en esta línea argumentativa cuanto dijera el más alto Tribunal local al sostener que  “[…] es sabido que los jueces no se encuentran obligados a pronunciarse respecto de la totalidad de los agravios esgrimidos por las partes, sino sólo respecto de las cuestiones que resulten conducentes para la solución del caso (CS Fallos: 221:37; 222:186; 226:474; 228:279; 233:47; etc.)” 3.

En punto a ello se ha resuelto que “Hay omisión de cuestión esencial cuando la Cámara –o el tribunal colegiado de instancia única- incurre en una verdadera inadvertencia de la propuesta de la parte, pero no cuando la falta de tratamiento expreso de la temática aparece naturalmente desplazada por la atención brindada a otra que lógicamente supone no haber olvidado la problemática. Para arribar a esta solución se busca por un lado evitar el excesivo formalismo, y por otro, seguir la tesis de que las nulidades –y mas aun cuando se trata de sentencias- deben acogerse con criterio restrictivo, partiendo de la idea que –en principio- debe estarse por la conservación del acto procesal y no por su decaimiento (Fundamento del voto del doctor Hitters, por la mayoría)” 4.

IX.- Por lo precedentemente expuesto, ello en tanto mi voto encuentre favorable acogida entre los distinguidos colegas que integran esta prestigiosa instancia de revisión, propongo admitir el recurso articulado por Carlos Gastón Roma. Consecuentemente deberá dejarse sin efecto la sentencia de grado, e intimarse de manera inmediata al partido político al que pertenece el impugnado, a que en el término de tres días corridos, proceda a reemplazar al señor Claudio Queno como candidato a intendente de la localidad de Tolhuin, bajo apercibimiento de tenerlo por desistido. 

De este modo expreso mi voto.


2º.- La jueza Josefa Haydé MARTÍN dijo:


I.- Analizados los términos de los fundamentos expuestos por el colega preopinante, hemos de coincidir en lo sustancial con la solución que propicia el juez LÖFFLER, en el meduloso análisis que ha efectuado. 


Análoga cuestión nos correspondió resolver ante un planteo de reelección de quien fuera el titular del Ejecutivo Municipal de Ushuaia
. 


En esa oportunidad, analizamos el caso y fundamos nuestra opinión, conforme los fundamentos que infra expondremos. 


II- Previo a ingresar al análisis del caso, recordamos sintéticamente los antecedentes de hecho y de derecho base de la pretensión que examinamos. 

         
 A fs. 111/119, el señor Carlos Gastón ROMA, en su carácter de apoderado de PRO-PROPUESTA REPUBLICANA, patrocinado legalmente por el doctor Ángel Javier DA FONSECA, comparece e impugna candidato. 


A- Señala que mediante ley provincial Nº 892/12, se procedió a transformar a la Comuna de Tolhuin en Municipio de Tolhuin, y en esa oportunidad se estableció la continuidad de los mandatos de quienes fueran titulares al día de la fecha, tanto del Ejecutivo como así también del Órgano Legislativo. 


Mediante la ley aludida, en relación al régimen legal por el cual se regiría la Municipalidad de Tolhuin, se estableció en el artículo 3: "El régimen legal vigente para el Municipio de Tolhuin se establece por la Ley Territorial 236 (Ley Orgánica de Municipalidades), con las modificaciones establecidas en la Constitución Provincial, hasta tanto dicho municipio dicte y sancione su Carta Orgánica Municipal". 


Así las cosas, no caben dudas que el Poder Legislativo Provincial, oportunamente ha previsto no sólo el régimen jurídico aplicable -hasta tanto se sancione su propia Carta Orgánica-; sino que también ha dado continuidad a los mandatos de las autoridades preexistentes y electos mediante el voto popular. 


De análisis integrado de las normas citadas y de las disposiciones que emergen de nuestra Carta Magna y de la Constitución Nacional, surge sin mayor hesitación la prohibición que pesa sobre el pretenso candidato, señor Claudio QUENO, como Intendente de la ciudad de Tolhuin, lo que resulta fáctica y jurídicamente inviable e imposible. 


El actual titular del Poder Ejecutivo Municipal, a la fecha se encuentra cumpliendo su segundo mandato consecutivo. 


Permitirle su postulación como candidato a un tercer período violaría flagrantemente las previsiones de la ley 236, 892 y artículo 180 de la Constitución Provincial, como asimismo, normativa, doctrina y jurisprudencia pacífica en afirmar la imposibilidad absoluta de perpetuidad en el poder. 


Cita jurisprudencia aplicable al caso. 


Concluye afirmando que en virtud de las consideraciones vertidas, corresponde se rechace la candidatura del señor Claudio QUENO, al cargo de Intendente a la ciudad de Tolhuin en los comicios venideros; dado que ello violenta los preceptos del artículo 180 de la Constitución Provincial, como así también doctrina y jurisprudencia aplicables al caso. 


B-  A fs. 151/170vta., el señor Jorge Ernesto LÓPEZ, en el carácter de apoderado de la alianza transitoria FRENTE PARA LA VICTORIA TIERRA DEL FUEGO, patrocinado legalmente por la doctora Verónica RAMÍREZ, contesta la vista conferida sobre la impugnación planteada. 


Inicia memorial, con consideraciones doctrinarias y jurisprudenciales acerca de sufragio universal y el principio de soberanía popular. 


Efectúa luego un meduloso análisis sobre distintos principios: igualdad y no discriminación e irretroactividad de la ley.


Señala que el impugnante pretende pretende confundir haciendo decir lo que la norma no dice, al expresar que la ley 892 pretende “dar continuidad” a los mandatos 2007/2011 y 2011/2015 para así imprimirles ilegítimamente la calidad de “municipales”, como consecuencia de aplicar retroactivamente la ley Provincial Nº 892 a situaciones consolidadas, entre ellas los mandatos mencionados, acción esta vedada por el art. 3 del Código Civil. 


En este contexto interpretativo, debe considerarse que el período 2015/2019, será el “primero municipal”, con lo cual el señor Claudio QUENO, está habilitado para presentar, como efectivamente lo hizo, su candidatura a intendente de Tolhuin, para las elecciones del año 2015. 


Señala que en el caso, no se puede ir contra la interpretación pro homine que informa todo el derecho positivo vigente, referido a los Derechos Humanos. 


Para finalizar, sostiene que los mandatos 2007/2011 y 2011/2015 deben considerarse comunales y no municipales como lo pretende el impugnante. 


Por todo lo expuesto, solicita que en la etapa procesal oportuna, se dicte sentencia ordenando habilitar al señor Claudio Eduardo QUENO, como candidato a Intendente del Municipio de Tolhuin, para participar en la contienda electoral de fecha 21 de junio de 2015. 


III.- Por el principio de economía procesal, haremos propio lo expuesto por el colega ponente en relación a las críticas vertidas respecto a la sentencia de grado.

En el caso que nos convoca el actual Intendente del Municipio de Tolhuin, fue elegido para el cargo del ejecutivo municipal durante:

período desde 2.007 al 2011

período desde 2011 al 2015.



El 5 de octubre de 2012 mediante ley provincial nº 892, el legislador consagró en su artículo 1º “Transfórmase a la Comuna en Municipio de Tolhuin, de conformidad a lo establecido en el artículo 170 de la Constitución Provincial y acorde a la base jurisdiccional establecida por las leyes territoriales 31 y 72”.


Remitiéndonos  a la Constitución Provincial observamos :


A – En el art. 173 expresa: “La provincia reconoce a los municipios y a las comunas las siguientes competencias:

1 – el gobierno y la administración de los intereses locales orientados al bien común…”


B - En el art. 180, se refiere al “Régimen legal de los municipios “


“Los municipios habilitados para dictar sus cartas orgánicas mientras no hagan uso de ese derecho y los restantes previstos en esta Constitución, se rigen por la LEY ORGÁNICA DE MUNICIPALIDADES…”


Ese mismo artículo en su inciso 2 determina que:


“El departamento ejecutivo estará a cargo de un intendente que será electo en forma directa, durará cuatro años en sus funciones y podrá ser reelecto por un período consecutivo, después del cual no podrá serlo sino con el intervalo de un período legal”.


IV.- A partir de la reforma de la Constitución Argentina, sancionada en 1994, se dio fin a la discusión entre los constitucionalistas en torno a si los municipios eran autárquicos o autónomos, dado que la Convención Constituyente estableció la autonomía de los municipios, lo que los habilitó a establecer sus propias formas de gobierno por medio de sus cartas orgánicas al expresar en su art. 5:



“Cada provincia dictará para sí una constitución bajo el sistema representativo, republicano, de acuerdo con los principios declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal …”



La provincia de Tierra del Fuego, el 11 de diciembre del año 1997, modificó mediante la ley provincial nº 423, la ley “Orgánica de Municipalidades”, estableciendo Municipios de Primera y Segunda categoría (art. 2), conforme a la población inscripta en el padrón electoral.



En fecha 5 de octubre de 2012; la legislatura sancionó la ley nº 892, por la cual transformó la comuna de Tolhuin de conformidad con el artículo 170 de la constitución provincial 



Motiva la creación del MUNICIPIO de TOLHUIN, el importante crecimiento demográfico en armonía con lo establecido en la Constitución Provincial, en sus artículos 169, 170, 172.



En los  artículos 173 y 174 de la C. Provincial, son reconocidas las atribuciones tanto a los municipios como a las comunas, estableciendo competencia exclusiva de los municipios autónomos en el art. 175, entre las que hallamos “Convocar a comicios para la elección de sus autoridades " (inc.3).



El legislador al tranformar la comuna en Municipio de Tolhuin, ha producido un cambio sin alterar su esencia, quedando ello evidenciado en la remisión a la ley territorial 236, la ley  orgánica de Municipalidades y la Constitución Provincial, hasta tanto dicte su Carta Orgánica Municipal (art. 3).



Tal como lo hemos señalado el señor Claudio Queno, ha desarrollado por elección popular dos mandatos consecutivos, pretender un nuevo período  no es constitucionalmente válido.



Recordamos en abono de nuestra postura, lo dicho por el Superior Tribunal de Córdoba – en pleno-, en una cuestión análoga: 



"La Constitución Argentina, en sus arts. 1, 28 y 31, consagra su primacía jerárquica siguiendo el modelo americano. Idéntico criterio recepta la Constitución de Córdoba en los arts. 161, 165 inc. 1, correlativos y concordantes.


Son los jueces, entonces, quienes tienen la atribución-deber de analizar la conformación positiva o negativa de la norma aplicable a la luz de la Constitución.    

                                     

Ello por cuanto, la interpretación "de" la Constitución -dice Bidart Campos- es la que "desde" ella facilita el descendimiento hacia las normas infraconstitucionales por un riel que las adecua a la Constitución y, simultáneamente, a las circunstancias propias de cada caso, de tal suerte que la decisión que se adopte tiene su fuente normativa primaria en la propia Constitución (Bidart Campos, Germán J., Manual de la Constitución Argentina Reformada, T.I., Ediar, Bs. As., 2004, p. 312).- 


La fuente de la que emana dicha teleología se halla, precisamente, en los principios liminares del sistema republicano de gobierno que tienden a instaurar la periodicidad de los órganos que ejercen el poder. Ello en tanto, a decir de la doctrina "en una república las funciones de gobierno se ejercen por períodos breves, siendo ésta una característica del sistema" (vid Loñ, Félix R., Morello, Augusto M., Lecturas de la Constitución, Lexis Nexis, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2004, pág. 755).                                                 

Mucho antes, los mismos pioneros del constitucionalismo moderno, habían explicado las razones que se hunden en el respeto a la ciudadanía y su correlato en la periodicidad de funciones gubernamentales (Vide, entre otros, Alexis de Tocqueville, Hamilton).                                


Ha sostenido recientemente este Tribunal Superior de Justicia que la adopción del principio democrático de alternancia en el mando se postula como un mecanismo adecuado para evitar la perpetuación de las personas en la ocupación de cargos gubernativos electivos (vid T.S.J. en autos “Córdoba- Dpto. Capital- Frente Grande...", Auto N° 96 de fecha 30/12/2010).                                      


En función de ello no es admisible sostener que las normas limitadoras de la reelección son lesivas de principios constitucionales, ya que, justamente, buscan preservar uno de los caracteres fundantes de nuestro sistema de gobierno establecido por la Constitución.


Sobre el punto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en oportunidad de cuestionarse una norma de la Constitución de Santa Fe que no permitía la reelección inmediata del gobernador y vicegobernador señaló "... la exigencia de un intervalo de un período para posibilitar la reelección no vulnera ninguno de los principios constitucionales que hacen a la estructura del sistema adoptado por la Constitución Nacional, ni los derechos políticos que reconocen a los ciudadanos esta Ley Fundamental y los tratados y convenciones sobre derechos humanos que, con igual jerarquía, incorpora a la Carta Magna el art. 75, inc. 22 de la reforma introducida en 1994, pues la forma republicana de gobierno -susceptible, de por sí, de una amplia gama de alternativas justificadas por razones sociales, culturales, institucionales, etc.- no exige necesariamente el derecho de los gobernantes a ser nuevamente elegidos" ("Partido Justicialista de la Provincia de Santa Fe c/Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa", Sentencia del 6/10/1994, Fallos 317:1195).                                     


Dicha interpretación del Tribunal fue en aquel entonces compartida por Bidart Campos quien sostuvo: "Habrá que infundir en la conciencia valorativa de muchos sectores de nuestra sociedad la convicción de que las normas constitucionales que vedan o limitan reelecciones no lastiman ni el derecho a ser elegido de quienes no pueden serlo, ni el derecho a elegir de los que desearían la reelección, ni los derechos humanos emergentes de tratados internacionales, ni el poder electoral del pueblo que confiere legitimidad de origen a los gobernantes, ni la legalidad constitucional prohibitiva de discriminaciones arbitrarias, ni el derecho de los partidos políticos a proponer candidaturas" (Bidart Campos, Germán J. La reelección de los gobernadores, La organización del poder; el federalismo; los derechos humanos, el derecho provincial. ED. 160, pág. 133 y vta.).                                             


En esta línea se ha señalado también que "...las normas que limitan la reelección de quienes desempeñan autoridades ejecutivas no vulneran principio alguno de la Constitución Nacional, siendo uno de los pilares fundamentales -sino el más- del sistema democrático adoptado por nuestra Constitución, el límite de la duración de las funciones presidenciales" (vid Voto Dr. Petrachi, CSJN, "Ortiz Almonacid Juan C...", del 16/03/99, Fallos 322:385).                          


[...]Al respecto, señala Bidart Campos que el test de razonabilidad aplicado a la no reelección rinde su resultado cuando, con evidente pragmatismo, nos demuestra que hay razones objetivas para sostener que el desempeño actual de un cargo de origen electivo cabe holgadamente entre las causales admisibles de restricción al derecho de ser elegido (Bidart Campos, Germán, Dos aspectos del derecho electoral: activo y pasivo, Revista del Tribunal Federal Electoral de México, Vol. V N° 8, 1996). 


[...]En efecto, a título ejemplificativo, en el orden constitucional provincial se ha limitado la reelección para el gobernador y vicegobernador a un período consecutivo, con un intervalo de un mandato para postularse nuevamente a alguno de esos cargos en otra elección. 

       
[...]Al respecto señala el entonces señor Vocal de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Dr. Bossert: "La violación al principio de igualdad, que permitiría aludir a discriminación o proscripción, se configura cuando a un sujeto se le niega la posibilidad de acceso al cargo hallándose en la misma situación que otros a quienes ello le es permitido. En este caso, en cambio, no se ha introducido una disposición discriminatoria, no se trata distinto a ciudadanos que se encuentran en la misma situación ... la cláusula 9ª, representa, una disposición no discriminatoria que objetivamente responde a la necesidad de asegurar el sistema republicano a través de la periodicidad y renovación de los cargos. La discriminación o proscripción de un individuo se configura cuando se le prohíbe el acceso a un cargo por razones personales, raciales, ideológicas, religiosas; en cambio, la inhabilidad para acceder a un tercer período consecutivo por parte del presidente en ejercicio es de índole funcional, establecida para armonizar con el sistema de renovación en la presidencia que dispone la Constitución, ya que habría resultado grotescamente contradictorio con el principio general del art. 90, que veda a todos los ciudadanos ejercer más de dos períodos consecutivos la presidencia, permitir...ejercer tres períodos consecutivos; la violación del principio de igualdad se configuraría, se incurriría en una actitud discriminatoria, si se admitiera en contra de lo dispuesto por la Constitución ese especial privilegio al presidente en ejercicio, como pretende el actor" (Voto Dr. Bossert en en la causa "Ortiz Almonacid, Juan...", sentencia del 13/03/1999, Fallos 322:385).                       


Como bien señala el entonces citado vocal de la Corte en dicho precedente, no advertir la diferencia entre disposiciones discriminatorias o proscriptivas e inhabilidades de índole funcional, como es la imposibilidad de ejercer un tercer mandato consecutivo para afirmar el sistema republicano que nuestra Carta Magna organiza, llevaría a sostener que todos los que no cumplen las exigencias legales establecidas para un cargo son discriminados.


[...]De modo coincidente se ha pronunciado la Cámara Nacional Electoral al referir que "resultan evidentes las diversas situaciones constitucionales (edad, residencia, etc.), en que se encuentran los candidatos a ser elegidos o reelegidos, en tanto la Constitución Nacional exige condiciones distintas según el cargo a que aspiren (presidentes, senadores, diputados). Justamente, en la cláusula transitoria operativa 9°, el constituyente ha consagrado la condición de duración de la periodicidad republicana del mandato del presidente de la Nación en ejercicio al momento de sancionarse la reforma como primer período, con especificación de la fecha de inicio y de extinción..." (Fallo N° 2401/98 en la causa "Lascano, Jorge Héctor s/ interpone acción de amparo" Expte. N° 2991/98, Fallo N° 2388 en la causa "Fernandez, Roberto s/ recurso de amparo" Expte. N° 2976/98)
.


En síntesis compartimos lo afirmado por el Máximo Tribunal de nuestro país : “la forma republicana de gobierno- susceptible , de por sí, de una amplia gana de alternativas justificadas por razones sociales, culturales, institucionales, etc., - no exige necesariamente el reconocimiento del derecho de los gobernantes a ser nuevamente electos, y que las normas que limitan la reelección de quienes desempeñan autoridades ejecutivas no vulneran principio alguno de la constitución nacional “. (conf. “Partido Justicialista de la Provincia de Sante Fe v. Provincia de Santa Fe”, considerando 40- Fallos; 317:1195-)




V.- – En oportunidad de examinar una cuestión sustancialmente análoga en los hechos, expusimos el mismo  criterio que orientó nuestra postura en los párrafos precedentes. 



Sostuvimos entonces  "El más Alto Tribunal en autos "Nordensthol, Gustavo Jorge c/ Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado s/despido" en fecha 2 de abril de 1985 ha dicho que:" ...la Constitución debe analizarse como un conjunto armónico dentro del cual cada parte ha de interpretarse a la luz de las disposiciones de todas las demás". 



Estableciendo el principio general de que "la interpretación del instrumento político que nos rige no debe hacerse poniendo frente a frente las facultades enumeradas por él para que se destruyan recíprocamente, sino armonizándolas dentro del espíritu que le dio vida".



A igual efecto afirma que "La Ley Fundamental es una estructura sistemática: sus distintas partes forman un todo coherente y en la inteligencia de una de sus cláusulas ha de cuidarse que no se altere el equilibrio del conjunto" (fallos: 307:326).



En coincidente criterio ya había expresado en autos "Carmen Cejas de Giménez y otro v/José Antonio" de fecha 10 de octubre de 1956: "Las cláusulas constitucionales no deben ser interpretadas de manera que las ponga en conflicto unas con otras sino que las armonice y que respete los principios fundamentales que las informan." (fallos: 236:101).



[...]Estos requisitos para ocupar el cargo público de intendente de la ciudad de Ushuaia, [Municipalidad de Tolhuin en este caso] "debe ser interpretado de acuerdo con aquellas disposiciones constitucionales que exigen determinados requisitos para la postulación a cargos públicos o que fijan límites temporales al ejercicio de una determinada función. Por otra parte no debe olvidarse que los derechos constitucionales, incluyendo el derecho a ser elegido, no son absolutos y pueden ser razonablemente reglamentados. Si es válido reglamentar un derecho por medio de una ley, más aún lo es una reglamentación contenida en la propia constitución". Ricardo RAMIREZ CALVO-La reelección presidencial en el sistema de la Constitución-L.L. t.1997-A-sec. Doctrina-p.687/688-

En el caso del [señor Claudio Queno], se trataría de un tercer mandato en el ejecutivo municipal, pues ha ejercido la intendencia entre los años 2007 a 2011, habiendo sido reelecto por el período inmediato posterior que va desde 2011 a 2015. Es decir que nos hallamos próximos al vencimiento de la segunda reelección consecutiva.

[...]En la Convención Americana sobre Derechos Humanos, observamos el art. 23 que se refiere a los Derechos Políticos y que expresa:

"1-Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:

a. de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;

b. de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, 

y c. de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país..."

Es decir que la frontera que poseen los derechos de cada persona, es el bien común y que ello sólo se desarrolla en una sociedad democrática.


[...]La forma republicana exige "La alternancia en el ejercicio del poder constituye uno de los principios fundamentales de la democracia.


Su razón de ser se basa en la necesidad de evitar todo continuismo al frente del gobierno que importe una personalización del poder contraria al espíritu del Estado de derecho". -La Constitución de los Argentinos - SABSAY, Daniel y ONAINDIA, José - 5º edición- Errepar-2000-p.292.

  
[...]V - En una mirada al derecho comparado, a fin de informarnos de las analogías y variedades de la organización política de las distintas sociedades, recordamos que así como la Constitución Inglesa ha sido el modelo de las instituciones parlamentarias europeas, la constitución de los Estados Unidos ha brindado el molde al constitucionalismo americano.


Es así que señalamos lo que nos enseña el Catedrático Luis SÁNCHEZ AGESTA de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense de Madrid, quien al referirse en su estudio sobre la Constitución americana a la designación y caracteres del ejecutivo, nos dice:


"El mandato presidencial dura cuatro años, comenzando y expirando en 20 de enero de los años correspondientes. No existía en la Constitución ningún precepto que prohibiera la reelección indefinida.


Washington, sin embargo, se opuso a su tercera reelección y en el mismo sentido se pronunció más tarde Jefferson, aduciendo que se podría desnaturalizar la naturaleza republicana de la institución al transformarla en un poder vitalicio; y estos precedentes consolidaron a un doble período. La reelección del presidente Roosevelt parecía haber caducado este uso, pero la enmienda XXII, propuesta en 1947 y ratificada en 1951, ha venido a consagrar como precepto constitucional aquella limitación .Según esta enmienda ningún presidente puede ser elegido más de dos veces y los vicepresidentes que accedan a la presidencia sólo podrán ser elegidos la segunda vez, si su acceso tuvo lugar pasados dos años del mandato de su predecesor..."-Curso de Derecho Constitucional Comparado- autor citado - séptima edición – Universidad de Madrid - Facultad de Derecho - Madrid- 1988 – p.195.


El ministro de la Corte de la Nación, Dr. Gustavo Bossert, ha dicho:" La Corte Suprema de los Estados Unidos, al referirse al derecho a elegir candidatos a través del voto, ha señalado que el principio fundamental de la democracia representativa es que las personas deben escoger a quienes ellos prefieran que los gobiernen (395 US 534); pero también expresó que el derecho a votar y el de asociarse con propósitos políticos a través del voto no puede ser considerado absoluto, ya que la Constitución permite prescribir el tiempo, lugar, manera de las elecciones "...el sentido común así como la Constitución compelen a la conclusión de que al gobierno le toca un papel activo en la estructuración de las elecciones", y que para que éstas puedan ser justas y honradas la regulación de las mismas debe ser sustancial, pues sólo estableciendo alguna clase de orden se acompañan los procesos democráticos, y que por ello, las normas eleccionarias impondrán inevitablemente algunas cargas a los votantes individuales, pues cada provisión referente a calificaciones de votantes, la selección y elegibilidad de los candidatos o el proceso de votación afecta inevitablemente, al menos hasta cierto punto, el derecho del individuo para votar, pero ello es necesario, pues lo contrario significaría atar de manos al Estado para asegurar elecciones justas (Burdikv .Takushi 504 US 428,1992).


El mencionado tribunal al referirse específicamente a la limitación de los funcionarios a ser reelectos expresó que "los méritos de imponer límites de tiempo o rotación a funcionarios, ha sido un asunto de debate desde la formación de la Constitución, y que más de la mitad de los Estados han adoptado medidas que imponen límites directa o indirectamente a alguna de sus oficinas gubernamentales, y que por su parte la Nación en su conjunto a través de la Enmienda constitucional XXII ha impuesto un límite en el número de períodos que el presidente puede servir. Luego señaló que imponer un límite al número de períodos, como cualquier otra clasificación, indiscutiblemente restringe la posibilidad de los votantes a elegir a quienes ellos deseen, pero tales límites permiten mantener la infusión de ideas frescas y nuevas perspectivas, y disminuyen la probabilidad de que los representantes pierdan contacto con los electores (U S Term Limits Inc. vs. Thornton 514 US 779,1995) "- considerando 16 en autos "Ortiz Almonacid, Juan Carlos s/ acción de amparo" de fecha 16 de marzo de 1999.


VI - En cuanto al ya largo debate que la sociedad argentina ha desarrollado en relación a la ADMISIÓN DE LA REELECCIÓN, referenciamos que "si bien algunos doctrinarios sostienen que la prohibición de la reelección inmediata constituye uno de los frenos primordiales para combatir los abusos del Poder Ejecutivo, creemos que la disposición de la Constitución reformada brinda, en este sentido, sólo la posibilidad de reelección, permitiendo que el presidente pueda ser reelecto por dos períodos consecutivos.


En este caso y para evitar discusiones de interpretación, la cláusula transitoria novena establece expresamente que el mandato del presidente en ejercicio al momento de sancionarse esta reforma debe ser considerado como primer período".- La Constitución Reformada -Roberto DROMI, Eduardo MENEM- Ediciones Ciudad Argentina-1994-p.311.


Al referirse a los límites a la reelección, entienden que "la actual Constitución es clara cuando dispone expresamente que pueden ser reelegidos por un sólo período consecutivo; es decir, que en lo sucesivo el plazo máximo posible de duración del mandato del presidente o vicepresidente será de ocho años".(autores y obra citados – p.312)"
.


V.- CONCLUYENDO, la pretendida reelección tiene sus límites en el artículo 180 de la Constitución Provincial y en la doctrina que emana del más Alto Tribunal de nuestro país y en consecuencia, proponemos hacer lugar a la pretensión del apelante y revocar la sentencia apelada.  


VII.- En los términos que anteceden, dejamos expuesto nuestro voto. 

Por todo ello, la Sala Civil, Comercial y del Trabajo de la Cámara de Apelaciones de la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur,
R E S U E L V E:


1º.- ADMITIR el recurso de apelación interpuesto por el recurrente y en consecuencia DEJAR SIN EFECTO LA SENTENCIA DE GRADO. Consecuentemente  INTIMAR  al partido político al que pertenece el impugnado, a que en el término de tres días corridos, proceda a reemplazar al señor Claudio Queno como candidato a intendente de la localidad de Tolhuin, bajo apercibimiento de tenerlo por desistido. 

2º.- IMPONER las costas a la vencida (art. 78.1 CPCC).
3º.- MANDAR se copie, registre, notifique personalmente o por cédula con habilitación de días y horas inhábiles, se notifique vía fax con copia de la presente al Juzgado Electoral, y devueltas que sean las cédulas diligenciadas, remitanse las actuaciones al juzgado de origen.

 Se deja constancia que el juez Francisco Justo de la TORRE no suscribe por encontrarse en uso de licencia.
Fdo. Jueces de Cámara: Ernesto Adrián Löffler – Josefa Haydé Martin

Ante mi: Marcela Cianferoni: Secretaria de Cámara.

Reg.: Libro de sentencias definitivas, tomo III, folios 514/536, año 2015.
�	 C.A. Tierra del Fuego, sala civil, CALDERON GARRIDO PATRICIO ANDRÉS c/ MOSCHETA LINO AUGUSTO Y/O CANATELLI ALICIA BEATRIZ Y/O PROVINCIA SEGUROS S.A. s/ DAÑOS Y PERJUICIOS, causa: 04360/06, fecha: 22 de Octubre de 2007, del voto del juez Francisco Justo de la Torre.


�	 C.A. Tierra del Fuego, sala civil, D.G.R. C/ SUCESIÓN ALVAREZ VERA FREDY ULISES S/ EJECUCION FISCAL,  causa nº 4277, sentencia dictada el 22 de mayo de 2008, véase según mi voto.


�	 Véase AAVV “Réquiem para el control de oficio” en  JA 2007, III, 1231.


�	 CSJN, Fallos, 311:1855.


�	 Véase Néstor Pedro SAGÜÉS, Recurso Extraordinario, 4º edición actualizada y ampliada, T. I, Ed. Astrea, Buenos Aires, 2002, p.141


�	 Véase GULLCO, “La declaración de inconstitucionalidad de oficio e el ámbito federeal y provincial”, LL, 1998-A-51.


�	 Véase Néstor Pedro SAGÜÉS, Recurso Extraordinario ..., p. 141.


�	 La claúsula transitoria cuatro dispone al respecto que: El mandato de las autoridades municipales en ejercicio al momento de sancionarse esta Carta Orgánica, debe ser considerado como primer preriodo –el énfasis es de mi autoría. 


�	 Pasaje del estudiado voto de la juez María Rosa Ayala;  TRIBUNAL: Cámara de Apelaciones Sala Civil, Comercial y del Trabajo; CAUSA: 03342; FECHA: 07 de Octubre de 2003;  CARATULA: ELECCION MUNICIPAL 2003 - Decreto Nº 394/03 s/ convocatoria a Intendente y siete (7)  concejales titulares y siete (7) suplentes. Incidente: impugnación a la candidatura a Intendente del Ingeniero Jorge GARRAMUÑO", provenientes del Juzgado Electoral y de Registro (Expte. Nº 211/2003).





�	 STJ TDF, sentencia del 5-8-97 in re "Antoniotti" registrada al Libro III fls. 289/306; idem en "Peralta", sentencia del 24-9-97 registrada al Libro III fls. 391/410, entre otras, citando a SOLER - Derecho Penal Argentino- Tomo I pág. 170, Ed. TEA 1994.


�	 Intervención del señor Convencional Constituyente provincial doctor Demetrio Eduardo Martinelli, Diario de Sesiones, Ushuaia 1991, t. II, p. 1099, primer columna.


�	 Ibidem, primera y segunda columna.


�	 Intervención del señor Convencional Constituyente provincial doctor Demetrio Eduardo Martinelli…, segunda columna.


�	CA – SC de Tierra del Fuego en autos: ELECCIÓN MUNICIPAL/ 2003 Decreto Nº 394/03 s/Convocatoria a Intendente y siete (7) Concejales Titulares y siete (7) Concejales Suplentes. Incidente: Impugnación a la candidatura a Intendente del Ingeniero Jorge GARRAMUÑO", Expte. Nº 3342/03. Sentencia Interlocutoria Nº 365/03 del 07/10/2003. Tomo VI - Fº 1045/62


�	STJ de Córdoba en pleno: "FELPETO, CARLOS A. C/ MUNICIPALIDAD DE VILLA CARLOS PAZ S/ ACCIÓN DECLARATIVA DE INCONSTITUCIONALIDAD" – 23/02/2011- IJ-L-10 


�	CA – SC de Tierra del Fuego en autos: ELECCIÓN MUNICIPAL/ 2003 Decreto Nº 394/03 s/Convocatoria a Intendente y siete (7) Concejales Titulares y siete (7) Concejales Suplentes. Incidente: Impugnación a la candidatura a Intendente del Ingeniero Jorge GARRAMUÑO", Expte. Nº 3342/03. Sentencia Interlocutoria Nº 365/03 del 07/10/2003. Tomo VI - Fº 1045/62





